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Proceso  Verbal 

Demandante Nelson Fernando Londoño Londoño 

Demandado Conjunto Residencial Madera Esencial  

Radicado  No. 05088-31-03-001-2019-00181-01 

Procedencia Juzgado 1º Civil del Circuito de Oralidad de Bello 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 024 

 Decisión  Revoca 

Tema  Impugnación de actos de asamblea 

Subtemas  Impugnación de decisiones de asamblea. Requisitos 

de las actas de asamblea. Quorum y porcentaje para 

aprobar las decisiones. Designación del secretario 

para la Asamblea de copropietarios y sus funciones. 

Comisión de verificación del acta.  La ausencia de 

firmas en el acta. Efectos de la declaratoria de 

inexistencia de un acto. Convocatoria a la asamblea 

de copropietarios.  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín (Ant.), siete de octubre de dos mil veintidós 

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida por el 

JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 
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DE BELLO (ANT.), en el proceso verbal instaurado por 

NELSON FERNANDO LONDOÑO LONDOÑO, contra el 

CONJUNTO RESIDENCIAL MADERA ESENCIAL P.H. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: Invoca las siguientes: 1) Principales: Se 

declare la nulidad absoluta de las decisiones adoptadas en la 

asamblea general ordinaria de copropietarios del Conjunto 

Residencial Madera Esencial, celebrada el 30 de marzo de 2019, 

conforme con los arts. 41 de la Ley 675 de 2001 y 65 del 

reglamento de propiedad horizontal; consecuentemente, ordene 

a la administración realizar nuevamente la asamblea de 

copropietarios conforme con los lineamientos legales, en el 

término que para ello se conceda y, 2) Subsidiarias: Se 

declare la nulidad absoluta de las decisiones adoptadas en la 

asamblea general ordinaria de copropietarios del Conjunto 

Residencial Madera Esencial, celebrada el 30 de marzo de 2019, 

porque no se cumplió con el requisito del voto favorable de la 

mitad más uno de los coeficientes representados en la 

asamblea; tal como lo exige los arts. 41 de la Ley 675 de 2001 

y 65 del reglamento de propiedad horizontal; 

consecuentemente, ordene a la administración realizar la 

asamblea de copropietarios en el término que se le conceda, 

efectuando nuevamente el proceso de votación para las 

decisiones que lo requieran, acorde con el quorum decisorio y el 

requisito del voto favorable de la mitad más uno de los 

coeficientes representados en la asamblea, conforme con los 

lineamientos legales; por último, como pretensión común 

solicita se condene en costas a la parte demandada. 
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Elementos fácticos: Afirma el demandante que el 11 de marzo 

de 2019, se convocó a la Asamblea Ordinaria de Copropietarios 

indicando el orden del día, que tuvo lugar el 30 de los mismos 

mes y año, a las 13:00 horas; como no se cumplió con el 

quorum necesario, se esperó el segundo llamado a las 14:00 

horas; el acta señala que se dio inicio a la asamblea con un 

quorum del 51.52%, sin especificar nada frente a dicho 

porcentaje; al verificar esta información mediante la proyección 

que se hizo a través del video beam que se utilizó para 

comprobar lo acontecido en la asamblea, se pudo constatar que 

el quorum era del 76,0420% que corresponde a la sumatoria de 

los coeficientes de copropiedad de 416 apartamentos; 

igualmente, esta información reposa en el audio que compiló lo 

expuesto, discutido y decidido en la jornada; el acta no registró 

la verificación del número plural de copropietarios para sesionar 

y decidir válidamente, conforme con los arts. 41 de la Ley 675 

de 2001 y 65 del reglamento de propiedad horizontal; la 

asamblea se desarrolló y se adoptaron decisiones de alta 

trascendencia para los copropietarios desconociendo las citadas 

normas, al no comprobarse el quorum existente para sesionar y 

decidir válidamente; se contrató la empresa CLASE ALPHA 

S.A.S. para efectuar el registro electrónico de lo expuesto, 

discutido y decidido en la asamblea; incluyendo el registro de la 

votación (voto electrónico) y la grabación en audio y proyección 

en video beam; las decisiones adoptadas en la asamblea se 

encuentran viciadas de nulidad absoluta porque no cumplen con 

la regla de la mitad más uno de los coeficientes representados 

como lo ordenan los arts. 45 de la Ley 675 de 2001 y 69 del 

reglamento de propiedad horizontal y, se incurrió en las 

irregularidades que pasa a detallar; frente a dichas anomalías 

el apoderado de la propietaria del apartamento 2504, en 
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reiteradas ocasiones solicitó a la administradora y a la revisora 

fiscal que se abstuvieran de continuar con la votación porque no 

se contaba con el quorum, toda vez, que la mayoría de los 

asistentes se había retirado; a quien trataron de problemático y 

continuaron con la asamblea; la asistencia de los copropietarios 

no fue la misma al inicio que para el momento en que se adoptó 

las decisiones porque muchos se retiraron poco a poco durante 

el transcurso de la reunión, lo que afectó el porcentaje de 

coeficientes representados para la toma de decisiones; el 

demandante es propietario inscrito del apartamento 2108 del 

conjunto residencial.  

    

Admisión y réplica de la demanda: Se admitió el 18 de junio 

de 2019; notificada a la demandada, la replicó, se opuso a las 

pretensiones y como medios de defensa propuso los siguientes: 

i) cumplimiento de las prescripciones normativas y del 

reglamento interno en el desarrollo de la sesión y 

legalidad de las determinaciones tomadas por la 

asamblea general de copropietarios y, ii) ausencia de una 

causa real para demandar. 

 

Sentencia: Se profirió el 25 de agosto del año 2020, con la 

siguiente resolución: 

 

“Primero: Se deniegan las pretensiones de la demanda, por lo 

expuesto en la parte motiva de este proveído. 

 

“Segundo: Se condena en costas a la parte demandante. 
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“Tercero: Este proveído queda notificado a las partes por 

ESTRADOS” 

 

Luego de referir al régimen de propiedad horizontal, 

especialmente a la regulación de la asamblea general de 

copropietarios y citar jurisprudencia constitucional; indica que 

en este caso, las partes están de acuerdo que la convocatoria a 

la asamblea se realizó acorde con las normas que regentan la 

materia y las decisiones se tomaron con el voto mayoritario de 

más de la mitad del coeficiente de copropiedad y que la 

asamblea inició con el 51.52%, tal como se constató y asentó a 

través del registro de firma electrónica y a medida que fueron 

llegando copropietarios y se registraron, se alcanzó un quorum 

del 76.042% del coeficiente de copropiedad y sobre esta base, 

se debían tomar las decisiones que fue lo proyectado en la 

pantalla según la parte demandante y no sobre el 51.52%; el 

demandante considera que algunas de las decisiones adoptadas 

en la asamblea del 30 de marzo de 2019, quedaron afectadas 

de nulidad; no obstante, advierte que compareció a la asamblea 

desde su inicio pero se retiró a las tres de la tarde y regresó a 

las ocho de la noche; además, después de la lectura del acta de 

la asamblea concluyó que varias de las decisiones no se 

adoptaron con el quorum requerido por la ley (76.042%); esto 

es, la aprobación de los estados financieros, que lo fue con el 

51.485% de los coeficientes de copropiedad; lo referente a la 

empresa que realizaría la obra de colocación de un domo; la 

designación de la junta de administración y el contador; todo 

ello, acorde con lo preceptuado en el art. 41 de la Ley 675 de 

2001. 
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Continúa señalando el a quo, que en la declaración de parte el 

pretensor afirmó que la obra civil consiste en la construcción de 

zonas comunes, pasillos, muros, cielo rasos, la cual estaba a 

punto de terminar, se hizo con aportes de cuotas extraordinarias 

y fue ejecutada por la firma Factura y Diseños S.A.S.; que la 

construcción del domo tiene como fin cubrir los espacios que 

comunican las distintas torres, para lo cual se presentaron 

varias propuestas y que el voto por la opción 2, debía ser 

electrónico; el nombramiento del revisor fiscal fue por voto 

convencional y para ese momento había poca gente, lo que se 

hizo contraviniendo lo indicado al iniciar la asamblea, esto es, 

que se haría por voto electrónico; amén, que la votación se tenía 

que hacer sobre la base del 76.042% y no del 51.52%; por su 

parte, la administradora del conjunto residencial en su 

declaración afirmó, que lo dicho por el demandante está 

descontextualizado porque las decisiones económicas se 

tomaron por coeficiente de copropietarios y las demás por 

número de copropietarios presentes y fueron registrados como 

tal; el presupuesto no fue punto de la asamblea y de votación 

porque se estaba ejecutando el primer presupuesto aprobado 

en el año 2018; las demás decisiones que no eran de contenido 

económico se tomaron por voto convencional, esto es, las 

decisiones se adoptaron conforme a lo establecido en la ley; 

como el conjunto solo está conformado para vivienda no es 

obligatorio tener revisor fiscal; la asamblea fue citada para la 

una de la tarde del 30 de marzo de 2019; pero como no se 

obtuvo el quorum requerido, se optó por dar una espera hasta 

las dos de la tarde, hora en la que se inició la asamblea con un 

quorum del 51.52% y a medida que llegaron los copropietarios 

fue aumentando el coeficiente de copropiedad hasta el 

76.042%, tal como aparece registrado en el sistema electrónico 
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que fue utilizado; al tomar cada una de las decisiones se recurrió 

al apoyo logístico que se tenía y de esta manera se estableció 

que las decisiones se acogieron de legal forma, esto es, con más 

de la mitad de los copropietarios del 51.52%, como lo admite el 

pretensor en su declaración de parte. 

 

Frente a lo señalado por los deponentes, indicó que el señor 

Juan David Guzmán Roa, ingeniero de sistemas y representante 

de la empresa Clase Alpha Apoyo Logístico de Propiedad 

horizontal, informó que fueron contratados por la 

administradora del conjunto residencial para servir de apoyo 

logístico en la asamblea y en desarrollo del contrato, se hicieron 

presente a la asamblea y efectuaron el registro electrónico de 

copropietarios, previamente incorporado al sistema con la lista 

que con antelación suministró la administradora, y que para las 

dos de la tarde del 30 de marzo de 2019, se había logrado reunir 

el 51.52% del coeficiente de copropiedad y se dio inicio a la 

reunión; que al momento de la inscripción se entregaba un ficho 

a la persona que se registraba para efectos de la votación; se 

continuó con el registro de las personas que seguían llegando y 

así se obtuvo finalmente la participación de 418 propietarios 

para un total de 76.4030% del coeficiente de copropiedad, lo 

que se puede constatar en el sistema electrónico, donde la 

empresa contó con cuatro prestadores de servicio vinculados a 

la compañía; hizo entrega del listado de las personas 

registradas junto con el informe como puede verse a folios 106 

a 131 del expediente, el cual tiene una confiabilidad del 99.99% 

porque es posible que se presente una falla humana; de acuerdo 

con el informe presentado y constatado, el presupuesto y los 

estados financieros que son de tipo económico fueron aprobados 

con el 51.48% del coeficiente de copropiedad de los partícipes 
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de la asamblea y así se puede ver a folio 167 del expediente; 

que el deponente Hernán Arrubla Henao indicó que conoce al 

demandante hace año y medio por ser copropietario del 

conjunto donde vive; los propietarios fueron notificados el 11 de 

marzo de 2019 por correo, entrega de citación en portería y 

fijación en las carteleras, de la citación a la asamblea ordinaria 

programada para el 30 de marzo de 2019 a la una de la tarde y 

se les indicó el cronograma de la sesión; que él llegó a la una y 

media, se registró e ingresó, pero la sesión inició a las dos de la 

tarde, cuando comunicaron que se había alcanzado el quorum 

requerido para el efecto y se siguió con el registro; como a las 

dos y diez minutos de la tarde se informó que se tenía un 

quorum del 76.4030% que correspondía a 418 copropietarios 

de algo más de 520 que hacen parte del conjunto residencial; 

la asamblea se desarrolló en calma aunque varios propietarios 

trataron de impedirlo porque no se les permitía hablar y 

expresar sus sentimientos; al inicio se intentó cambiar el orden 

del día porque se pretendía demostrar que dicha asamblea no 

prosperaría; pero, finalmente se cumplió con el orden del día y 

es así como algunos puntos se votaron por el sistema 

electrónico y otros por voto convencional levantando la mano, 

porque varios propietarios manifestaron que se debía agilizar la 

reunión y el voto electrónico llevaba mucho tiempo, cambiando 

el sistema de votación establecido al inicio por lo que no se sabía 

si los que estaban votando eran o no propietarios; en el orden 

del día estaba el proyecto de acabado de pasillos y zonas 

comunes, se informó de tres oferentes con sus respectivas 

cotizaciones y se votó ganando la opción 2, eso fue como a las 

cuatro de la tarde; de esa forma se efectuó la votación de 

revisor fiscal y del consejo de administración al que aspiraba, 

pero no fue admitido porque fue sancionado varias veces por la 
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administración, por el comportamiento observado con su 

mascota; finalmente, indica que durante la asamblea hubo 

bastante alboroto porque para muchos era la primera sesión, 

toda vez que la anterior se efectuó con 126 propietarios, que 

correspondían a los apartamentos que para ese momento había 

entregado la constructora; después de realizada la asamblea el 

acta se envió solo a algunos propietarios para que informaran 

qué errores tenía y qué debía corregirse; por voto nominal se 

decidió lo relacionado con el contador, revisor fiscal, miembros 

del consejo de administración y los otros puntos por voto 

electrónico; el señor Víctor Armando Ruiz Sánchez, al rendir 

declaración afirmó que conoce al demandante desde que 

adquirió un apartamento en el conjunto residencial desde hace 

año y medio; el 11 de marzo de 2019, llegó a su correo una 

citación con orden del día convocando a asamblea ordinaria para 

el 30 de marzo de 2019; llegado el día la sesión se inició a las 

dos de la tarde cuando se anunció que había llegado un gran 

número de personas y que había un quorum de 76.4% de 

coeficiente de propietarios; se nombró presidente y secretario 

por voto nominal levantando la mano; en el orden del día se 

rindió el informe del consejo de administración como también lo 

del presupuesto y ello se decidió por voto electrónico; pero lo 

atinente a acabados en pasillos y zonas comunes, se hizo sin 

presentación de las empresas contratantes y cotizantes, a lo que 

se dijo que el consejo de administración procedió de esa forma 

porque ya había realizado la selección de las opciones y así la 

junta los propondría a la asamblea; pero varios tenían 

objeciones porque lo que se buscaba era la realización de obras 

que incrementaran el valor de los apartamentos; a las ocho y 

treinta de la noche se convocó a los interesados en hacer parte 

del consejo de administración, se postuló pero no fue admitido 
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porque al igual que otros copropietarios había recibido 

sanciones por convivencia; el quorum siempre estuvo presente 

y se registraron como hasta las dos y veinte de la tarde, por lo 

que no se dio el número de votos por cada uno de los 

proponentes para la realización de las obras que se iban a 

elaborar, como la de acabados en pasillos y zonas comunes y la 

puesta de domos, no obstante de haberse proyectado y 

plasmado en el  pendón; hubo el quorum pero no todos votaron 

por las propuestas y los puntos del orden del día; estos ítems 

se votaron sin el número requerido porque no fueron claros en 

el conteo mano levantada, y así las decisiones que se toman 

obligan a todos los copropietarios por haberse dado el quorum; 

varios a las seis de la tarde se habían retirado pero a esa hora 

ya habían votado los puntos de tipo económico; estuvo presente 

cuando se presentaron los tres oferentes para la construcción 

de las obras y se eligió a la empresa Factura y Diseños S.A.S., 

por haber presentado una cotización más baja; pero el 

interventor de la obra no cumplió su función solo se le vio una 

vez estaba terminada la obra. 

 

Continúa el a quo señalando, que las normas que consagran los 

efectos pretendidos por el actor aparecen previstas en la Ley 

675 de 2001 y no del 2002, como erradamente lo han señalado 

las partes, así como en el reglamento de propiedad horizontal 

del conjunto residencial; que la citada ley establece unos 

principios fundamentales para la asamblea general de 

copropietarios, tales como que solo puede ser integrada por los 

propietarios de los bienes privados debidamente acreditados; 

no existe limitación para que éstos comparezcan o designen 

delegados para que los representen; la toma de decisiones de 

la asamblea general como única base de votación es el 
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coeficiente de propiedad, excepcionalmente cuando se trata de 

la constitución de unidades inmobiliarias cerradas (Art. 64) se 

permite el voto por cabeza y, las decisiones adoptadas obligan 

a todos los propietarios presentes, ausentes y disidentes; en el 

presente caso, el demandante como copropietario del conjunto 

residencial afirma que el 11 de marzo de 2019, recibió 

notificación a la convocatoria, así como los demás propietarios, 

asamblea ordinaria a realizarse el 30 de los mismos a la una de 

la tarde; pero éste se presentó a la una y veinte de la tarde 

cuando registró su asistencia por medio del sistema electrónico, 

para tener derecho a voz y voto, pero le informaron que estaban 

dando un compás de espera para reunir el quorum; a las dos de 

la tarde informaron que se habían registrado e ingresado 218 

propietarios que correspondía al 51.52% del coeficiente de 

copropiedad, por lo que ya existía quorum, tal como se puede 

escuchar en el audio al minuto 11:52 y, según lo afirmaron los 

deponentes continuaron llegando más propietarios como hasta 

las dos y diez o dos y veinte de la tarde, cuando se anunció que 

se habían reportado 418 copropietarios que corresponde al 

76.4030%; el pretensor admite que hubo quorum para dar inicio 

a la asamblea, pero que no fue del 51.52% como se dijo sino 

que del 76.0430% y que sobre esta base se debían tomar las 

decisiones y no con soporte en un quorum del 51.52% que se 

acreditó inicialmente; conforme con  lo dispuesto en el art. 42 

de la Ley 675 de 2001 y lo ordenado en la sentencia C-522 de 

2002, se desvirtúa la información que hace el demandante en 

cuanto a que las decisiones se tenían que tomar con el 

76.430%, que fue el número de asistentes debidamente 

registrados, ello porque la norma solo exige que sea el 51% de 

los participantes; es así como se cumplió con el quorum exigido 

por la ley y cualquier otra estipulación en contrario se tendrá 
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por no escrita; dado que de los 526 propietarios se inscribieron 

o registraron 418 que equivale a un 76.0430%, esto es, mucho 

más de la mitad que indica la norma; de lo que concluye, que 

existió el quorum requerido y se cumplió con los términos de ley 

y el reglamento de propiedad horizontal, por lo que ante la 

ausencia de prueba que acredite lo contrario, las pretensiones 

no están llamadas a prosperar; frente a las decisiones 

adoptadas al interior de la asamblea, señaló que como se 

demostró con la prueba allegada al plenario, se cumplió con los 

presupuestos indicados en la ley, los cuales fueron objeto de 

análisis por la Corte Constitucional en la sentencia C-522 de 

2002; esto es, se tomaron con el voto favorable de más de la 

mitad de los participantes, los que tenían un contenido de índole 

económico; es decir, se hizo de acuerdo con el voto ponderado 

exigido e indicado por la Corte en la reseñada decisión, lo que 

en el presente caso equivalía a un porcentaje del 26.76% de los 

participantes, esto es, más de la mitad del 51.52% de los 

asambleístas registrados inicialmente; los estados financieros al 

31 de diciembre de 2018, recibió una votación de 282 

propietarios correspondiente al 51.485% y aprobados por 229 

copropietarios equivalente al 42.848% del coeficiente de 

participación; el presupuesto presentado para el año 2019 fue 

votado por 190 propietarios correspondiente al 34.7270% y 

aprobado por el voto favorable de 182, esto es el 32.25% del 

coeficiente de participación de los presentes; en cuanto a las 

demás decisiones por no ser de índole económico, como bien se 

indica en la tantas veces reseñada decisión, la votación se 

efectuó por el sistema de votación nominada; es así como la 

votación respecto del contrato de cámaras que se hizo por 

sistema electrónico, obtuvo una votación de 182 propietarios 

equivalente al 33.311% de los presentes; los asambleístas 
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estuvieron de acuerdo en que se castigaran los excedentes 

haciendo un proceso de reclamación a la compañía de seguros 

por el incumplimiento del contrato de prestación de servicios, y 

38 propietarios correspondiente al 6.936% dijeron que se 

hiciera el cobro jurídico a los contratistas o proveedores; para 

un total de votos por este concepto de 220 propietarios 

equivalente 40.245% del coeficiente de participación; para la 

votación de la instalación de los domos conforme al diseño 

arquitectónico allegado, se presentaron 3 propuestas, 

obteniendo la primera una votación de 39 propietarios, esto es 

el 14.4410% del coeficiente de participación; la segunda 61 

votos correspondiente al 11.4180% del coeficiente de 

participación y la tercera fue votada por 65 copropietarios, que 

equivale 11.81% del coeficiente de participación; en total la 

instalación de los domos fue votada por 205 propietarios, esto 

es, un 37.6690%; en la instalación de baldosas, pasillos, 

corredores y zonas comunes, la opción 2 de las 3, obtuvo el voto 

favorable de 103 propietarios; se eligió el consejo de 

administración con voto favorable de 157 copropietarios 

correspondiente al 28.740% del coeficiente de participación; así 

como el revisor fiscal con el voto de 74 propietarios; se votó la 

conformación del comité de convivencia por unanimidad e 

igualmente, se escogió a la empresa Facturas y Diseños para la 

ejecución de la obra acabados, pasillos y zonas comunes, por 

unanimidad; seguidamente, advierte, que tanto el demandante 

como la demandada en sus declaraciones de parte admitieron 

que las decisiones se tomaron con más de la mitad del 

coeficiente de participación, esto es, del 51%; de donde colige, 

que las decisiones adoptadas al interior de la asamblea están 

ajustadas a derecho como bien quedó explicado. 
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Apelación: Lo interpuso el extremo activo y como reparo indica 

que el tema neurálgico del litigio es determinar si se desconoció 

o no el quorum necesario para adoptar las decisiones en la 

asamblea general de copropietarios, que se llevó a cabo el 30 

de marzo de 2019; el Despacho no esgrimió los argumentos que 

evidencien que se verificó el quorum que expresa la parte 

demandada; si bien es cierto, que ambas partes son unánimes 

en manifestar cual fue el procedimiento que se llevó a cabo para 

tomar en cuenta la asistencia de cada uno de los propietarios 

que asistieron a la sesión; también lo es, que jamás se probó 

cual fue ese porcentaje; si el pretensor manifiesta como lo 

expresaron los testigos Hernán Arrubla y Víctor Ruiz, que 

cuando se inició la asamblea este porcentaje fue del 76.0420% 

y la parte demandada que fue del 51.52%; señalando ambas 

partes que el procedimiento fue a través del sistema electrónico, 

lo que confirma la versión del representante legal de la empresa 

Clase Alpha S.A.S., de que el número de asambleístas se 

estableció por sistema electrónico, acorde con un listado que 

obra en el expediente a folios 111 a 119; el Juzgado no pudo 

conocer exactamente cuál fue el porcentaje con el que se dio 

inicio a la asamblea ni con el cual se votó cada uno de los puntos 

del orden del día; al efecto, cuando se interrogó por ese registro 

el testigo sencillamente indicó que reposa en sus oficinas, pero 

no está en el expediente; en el proceso no existe evidencia del 

registro electrónico porque no fue aportado por la empresa 

Clase Alpha, ni ningún fundamento que pueda dar certeza de 

cuál fue el porcentaje, si el 51.52%, el 76.0430%, u otro 

diferente.    

 

Durante el término del traslado para sustentar el recurso de 

apelación en segunda instancia, se pronunció indicando que el 
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a quo para negar las pretensiones de la demanda, no evidenció 

las pruebas arrimadas al proceso para demostrar la ausencia de 

quorum legal, para la toma de decisiones en la asamblea del 30 

de marzo de 2019; el porcentaje para obtener el quorum 

deliberatorio era del 76.0420% correspondiente al coeficiente 

de propiedad de 416 apartamentos representados en la 

asamblea y, no del 51.52%, como erradamente fue consignado 

en el acta y de lo cual no existe evidencia documental en el 

expediente; por el contrario, la empresa Clase Alpha S.A.S., 

contratada para conservar la prueba fílmica de las votaciones, 

allegó el listado de asistencia a la asamblea donde consta que 

el quorum deliberatorio fue del 76.0420%, correspondiente al 

coeficiente de 418 apartamentos, tal como consta en la “Planilla 

de Registro de Asistencia Total a la Asamblea” traída con la 

respuesta a la demanda; por lo que las decisiones adoptadas en 

la asamblea de marras, desconocen lo previsto en el art. 45 de 

la Ley 675 de 2001, porque conforme con los resultados 

indicados por la accionada al contestar la demanda y según la 

certificación expedida por la empresa Clase Alpha S.A.S., no 

representaban la mitad más uno de los coeficientes de 

propiedad representados en la sesión; en cuanto a las 

votaciones por pago por contrato de cámaras, construcción 

domo, diseño de piso y presupuesto, cumpliendo únicamente 

frente a los estados financieros 2018; el quorum para cada 

votación fue asumido erróneamente sobre un coeficiente 

variable, porque en el curso de la asamblea se fueron ausentado 

algunos propietarios y, por ende, las decisiones fueron tomadas 

en contravía de lo estatuido en la norma reseñada líneas atrás, 

porque no basta con contar el número de votos favorables a la 

propuesta, ya que era indispensable verificar los coeficientes de 

copropiedad representados en cada decisión, para establecer la 
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viabilidad de obtención de una decisión favorable al asunto a 

votar, esto es, equivalente al 38.2015%; como ejemplo de ello, 

se puede observar lo consignado en el acta sobre el diseño de 

piso; por estas razones, solicita se revoque la decisión de 

primera instancia y, en su lugar, se acojan las pretensiones de 

la demanda y se condene en costas a la accionada. 

 

Por su parte, el extremo pasivo al descorrer el traslado adujo 

que la parte actora centra su inconformidad porque las 

decisiones adoptadas en la asamblea ordinaria de 

copropietarios, del 30 de marzo de 2019, del conjunto 

residencia Madera Esencial P.H., son nulas absolutamente 

porque no fueron adoptadas por la mitad más uno de los 

coeficientes representados en cada votación; la asamblea se 

citó para la 1:00 p.m., pero no pudo sesionar por falta de 

quorum, lo que generó que se reunieran en segunda 

convocatoria a las 2:00 p.m., estando presentes en el recinto 

281 copropietarios que representaban el 51.52% de los 

coeficientes de participación, como consta en el informe 

allegado por la sociedad Clase Alpha S.A.S., y se advierte en el 

minuto 11:52 del audio que compiló la grabación de la sesión, 

siendo este el porcentaje con el que se inició la asamblea y 

constituyó el quorum deliberatorio; así las cosas y conforme lo 

ordenado por la Corte Constitucional en la sentencia C-522 de 

2002, el quorum decisorio para las determinaciones de tipo 

económico sería de un 26.76% de los coeficientes de 

participación y para las de naturaleza no económica de 142 

unidades privadas; a pesar de que pasadas dos (2) horas de 

instalada la sesión se registraron un total de 418 propietarios, 

que representaban un 76.4030% de los coeficiente de 

participación, dicho porcentaje de copropietarios no estaba 
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presente al momento que se dio inicio al proceso de las 

votaciones, porque muchos se habían retirado del recinto ya que 

solo comparecieron a registrarse; a pesar que se logró dicha 

asistencia por contados minutos de la sesión, el quorum 

decisorio continuaría siendo del 26.76% y no del 38.2015% 

como lo asegura la parte actora; luego, las decisiones fueron 

legalmente adoptadas, toda vez, que ninguna de ellas requería 

una mayoría calificada y solo las de contenido económico se 

debían decidir por el sistema de votación ponderada y las demás 

por voto nominal; además, en los casos donde la asamblea debe 

elegir entre varias opciones, será electa la alternativa con más 

votos a favor; revisadas las votaciones se puede constatar que 

la asamblea decidió correctamente cumpliendo con lo dispuesto 

en el art. 45 de la Ley 675 de 2001, esto es, las decisiones se 

adoptaron con la mitad más uno de los coeficientes 

representados en la respectiva sesión, para los asuntos de 

índole económico y con el voto favorable de la mitad más uno 

de las unidades privadas, para las decisiones de tipo no 

económico; amén, que se trata de situaciones jurídicamente 

consolidadas, el presupuesto del año 2019, obras y demás 

fueron ejecutados totalmente, lo que haría imposible retrotraer 

las cosas a su estado inicial; considera que las decisiones 

censuradas se ajustan a la Constitución Política, a la Ley 675 de 

2001 y a los estatutos de la copropiedad y reflejan el querer de 

la mayoría de propietarios y no generan ningún perjuicio al 

demandante u otro copropietario y han favorecido al conjunto 

residencial en su totalidad; por estas razones solicita, se 

confirme la sentencia de primera instancia. 
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III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado, plantea los siguientes problemas 

jurídicos que la Sala debe resolver: (i) ¿el a quo incurrió en una 

indebida valoración fáctica y probatoria? (ii) ¿las pretensiones 

de la demanda están llamadas a prosperar? 

 

La impugnación de decisiones: Expresamente consagra el 

art. 49 de la Ley 675 de 2001: “IMPUGNACION DE 

DECISIONES. El administrador, el revisor Fiscal y los 

propietarios de bienes privados, podrán impugnar las decisiones 

de la asamblea general de propietarios, cuando no se ajusten a 

las prescripciones legales o al reglamento de la propiedad 

horizontal.  

 

“La impugnación solo podrá intentarse dentro de los dos (2) 

meses siguientes a la fecha de la comunicación o publicación de 

la respectiva acta. Será aplicable para efectos del presente 

artículo, el procedimiento consagrado en el artículo 194 del 

Código de Comercio o en las normas que lo modifiquen, 

adicionen o complementen.  

 

“PARÁGRAFO. Exceptúense de la disposición contenida en el 

presente artículo, las decisiones de la asamblea general, por 

medio de las cuales se impongan sanciones por incumplimiento 

de obligaciones no pecuniarias que se regirán por lo dispuesto 

en el Capítulo Segundo, del título II de la presente ley”. 
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Este dispositivo, es esclarecedor en la medida que precisa que 

lo que es objeto de impugnación son las decisiones de la 

asamblea general de copropietarios, y no propiamente el acta 

que contiene las mencionadas decisiones.  

 

La precisión reviste vital trascendencia en la medida en que si 

se aceptara que el acta de la asamblea es la que es objeto de 

impugnación, todas las decisiones allí adoptadas, con 

independencia de su legalidad, saldrían del mundo jurídico y no 

se podrían ejecutar o hacer valer. Es pertinente puntualizar que 

necesariamente no se puede predicar la invalidez de todas las 

decisiones adoptadas en una asamblea de copropietarios; pues 

es posible que a pesar de que la convocatoria de los 

copropietarios a una asamblea se cumplió con todas las 

formalidades legales y estatutarias, solamente están viciadas de 

nulidad algunas de las decisiones allí adoptadas, frente a las 

cuales no se cumplió con los requisitos legalmente establecidos, 

como cuando la ley establece un quórum especial para una 

decisión o cuando en una asamblea extraordinaria se incluyen 

temas no previstos en la convocatoria, irregularidades que no 

tienen por qué hacerse extensivas a otras decisiones que fueron 

adoptadas con el cumplimiento de todas las formalidades 

legalmente establecidas.    

 

También es pertinente precisar, que sería necio llegar a sostener 

que todas las decisiones adoptadas por una asamblea no 

adolecen de ninguna anomalía, cuando precisamente la 

irregularidad se cometió en la convocatoria o cuando no 

concurre el quórum requerido para deliberar y decidir.   
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Sobre el particular, resulta ilustrativa autorizada doctrina 

nacional, que al referir al art. 49 de la Ley 675 de 2001, 

prescribe: “Hace bien la norma al emplear la expresión 

“Impugnación de decisiones”, Puesto que a la hora de la verdad 

y como criterio general se impugna la decisión de la asamblea 

general y no el acta que la contiene. Así, sí la única decisión de 

la asamblea objeto de impugnación es el presupuesto aprobado 

en contra de la ley o de los estatutos, no sería de recibo 

impugnar el acta porque los otros actos o decisiones contenidos 

en ella a lo mejor nacieron en derecho; una declaración de 

nulidad del acta arrasaría de paso, como una especie de germen 

maligno, los actos que se acogieron al imperio de la legalidad. 

Ello no quiere decir que eventualmente cuando el acta exprese 

algo distinto a lo aprobado o reprobado en la asamblea o sus 

términos sean contradictorios con la decisión tomada, la acción 

se dirija más al acta en si misma que a la decisión tomada. En 

este caso la acción se dirige solamente a que el acta expresa el 

querer de la asamblea y no a obtener su nulidad” (VELÁSQUEZ 

JARAMILLO, Luis Guillermo. La Propiedad Horizontal en 

Colombia – conforme con la Ley 675 de 2001; Editorial Leyer; 

Tercera Edición 2005, Bogotá – Colombia; Pág. 326). 

 

Las actas: Expresamente consagra el artículo 47 de la Ley 675 

de 2001 que: “Las decisiones de la asamblea se harán constar 

en actas firmadas por el presidente y el secretario de la misma, 

en las cuales deberá indicarse si es ordinaria o extraordinaria, 

además la forma de la convocatoria, orden del día, nombre y 

calidad de los asistentes, su unidad privada y su respectivo 

coeficiente, y los votos emitidos en cada caso. 
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“En los eventos en que la asamblea decida encargar personas 

para verificar la redacción del acta, las personas encargadas 

deberán hacerlo dentro del término que establezca el 

reglamento, y en su defecto, dentro de los veinte (20) días 

hábiles siguientes a la fecha de la respectiva reunión. 

 

“Dentro de un lapso no superior a veinte (20) días hábiles 

contados a partir de la fecha de la reunión, el administrador 

debe poner a disposición de los propietarios del edificio o 

conjunto, copia completa del texto del acta en el lugar 

determinado como sede de la administración, e informar tal 

situación a cada uno de los propietarios. En el libro de actas se 

dejará constancia sobre la fecha y lugar de su publicación. 

 

“La copia del acta debidamente suscrita será prueba suficiente 

de los hechos que consten en ella, mientras no se demuestre la 

falsedad de la copia o de las actas. El administrador deberá 

entregar copia del acta a quien se la solicite”. 

 

Consecuente con lo anterior tenemos, que el acta es la relación 

escrita de lo ocurrido en la asamblea de copropietarios, la que 

debe cumplir unos requisitos mínimos de contenido como lo 

prevé la norma que viene de transcribirse. No queda duda que 

la finalidad de las formalidades de contenido que se exigen para 

el acta constituye una garantía para los copropietarios, e 

incluso, para otras personas que no lo son, porque como se 

puede advertir de la preceptiva que viene de citarse, su función 

primordial es la de servir de medio de prueba, pues 

expresamente prevé el mencionado dispositivo que “La copia del 

acta debidamente suscrita será prueba suficiente de los hechos 
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que consten en ella, mientras no se demuestre la falsedad de la 

copia o de las actas”. 

 

Ahora, si el acta no aparece firmada por el presidente, el 

secretario y la comisión verificadora, en principio, sigue la 

suerte de todo documento sin firma, como es la que se reputa 

como inexistente1. 

 

El disenso: Corresponde al Tribunal determinar si se 

presentaron irregularidades en las decisiones adoptadas en la 

asamblea ordinaria del Conjunto Residencial Madera Esencial, 

llevada a cabo el 30 de marzo de 2019; para cuyo efecto, se 

pasa a realizar el respectivo análisis, conforme con las 

pretensiones aducidas en la demanda. 

 

De las reuniones de la asamblea de copropietarios, el art.  39 

de la Ley 675 de 2001, establece:  “La Asamblea General se 

reunirá ordinariamente por lo menos una vez al año, en la fecha 

señalada en el reglamento de propiedad horizontal y, en silencio 

de este, dentro de los tres (3) meses siguientes al vencimiento 

de cada período presupuestal; con el fin de examinar la 

situación general de la persona jurídica, efectuar los 

nombramientos cuya elección le corresponda, considerar y 

aprobar las cuentas del último ejercicio y presupuesto para el 

siguiente año. La convocatoria la efectuará el administrador, con 

una antelación no inferior a quince (15) días calendario. 

 

“Se reunirá en forma extraordinaria cuando las necesidades 

imprevistas o urgentes del edificio o conjunto así lo ameriten, 

                                                           
1 En algunos casos la firma se consagra como una solemnidad para la existencia de ciertos documentos, como 
ocurre precisamente con las actas de las asambleas de copropietarios, en el régimen de propiedad horizontal, 
sin perjuicio, que para otros eventos sí tenga existencia y valor probatorio, como ocurre con los documentos 
manuscritos, o aquellos que son reconocidos expresamente por su autor. 
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por convocatoria del administrador, del consejo de 

administración, del Revisor Fiscal o de un número plural de 

propietarios de bienes privados que representen por lo menos, 

la quinta parte de los coeficientes de copropiedad. 

 

“PARÁGRAFO 1o.  Toda convocatoria se hará mediante 

comunicación enviada a cada uno de los propietarios de los 

bienes de dominio particular del edificio o conjunto, a la última 

dirección registrada por los mismos. Tratándose de asamblea 

extraordinaria, reuniones no presenciales y de decisiones por 

comunicación escrita, en el aviso se insertará el orden del día y 

en la misma no se podrán tomar decisiones sobre temas no 

previstos en este. 

 

“PARÁGRAFO 2o. La convocatoria contendrá una relación de 

los propietarios que adeuden contribuciones a las expensas 

comunes”. 

 

Como soporte de las pretensiones, se afirma que en las 

decisiones adoptadas en la asamblea general de copropietarios 

llevada a cabo el 30 de marzo de 2019; se tomó como quorum 

deliberatorio el 51.52% del coeficiente de copropiedad, que 

estaba representado al inicio de la asamblea y como  consta en 

el acta y con base en ese porcentaje se determinó el porcentaje 

decisorio para las determinaciones adoptadas por los 

asambleístas, pasando por alto que cuando se dio inicio a la 

asamblea el coeficiente de copropietarios presentes ascendió al 

76.0420% y con base en éste se tenía que calcular el porcentaje 

de votación requerido para tomar las distintas decisiones y no 

el 51.52%, como en efecto se hizo. 
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Al efecto, advierte el Tribunal que el acta de la asamblea general 

de copropietarios llevada a cabo el 30 de marzo de 2019, 

consigna que siendo las 14:00 horas con un quorum del 51.52% 

se da inicio a la sesión, dando cumplimiento al segundo llamado 

acorde con el Reglamento de Propiedad Horizontal de la unidad 

residencial y, tomando como quorum delibetario para las 

diferentes decisiones que se debían adoptar por los 

asambleístas, un coeficiente de copropiedad del 51.52% 

representado por los propietarios que se hicieron presentes al 

segundo llamado para dar inicio a la asamblea; sin que en el 

acta se advierta, si dicho porcentaje de copropiedad 

representado por propietarios se conservó o si por el contrario, 

varió en el transcurso de la reunión; no obstante, el extremo 

pasivo al dar respuesta al hecho noveno de la demanda y al 

descorrer el traslado ante esta instancia, afirmó que pasadas 

dos (2) horas de instalada la sesión se registró un total de 418 

propietarios, que representaba el 76.4030% de los coeficientes 

de la copropiedad; pero que algunos de los que se registraron 

se retiraron del recinto, lo que hizo que como el número total 

de asambleístas registrados al dar inicio a las votaciones no se 

encontraban presentes, las decisiones se debían adoptar con un 

número igual o superior a la mitad más uno del quorum 

deliberatorio, correspondiente al inscrito al inicio de la asamblea 

del 51.52%; postura que corroboró la empresa Clase Alpha 

S.A.S., contratada por la propiedad horizontal para realizar el 

registro electrónico del número plural de copropietarios que 

asistieran a la reunión, indicando su nombre, número de unidad 

privada, porcentaje de participación y voto, como consta en la 

comunicación que se aportó como anexo de la respuesta a la 

demanda, de fecha 10 de octubre de 2019, donde la reseñada 
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sociedad en el acápite titulado certificación del quorum, 

consignó: 

 

“Desde mucho antes de la hora de inicio de la asamblea, los 

operarios de Clase Alpha SAS tomaron el registro de asistencia 

de los copropietarios a la asamblea registrando con este el 

quórum en el sistema de votación y entregando a las personas 

un código QR para las votaciones, para la primera convocatoria 

se mostró en la pantalla el quórum a la primer convocatoria y a 

la hora siguiente el quorum en segunda convocatoria, luego de 

esos llamados se continuo con el registro de más personas a la 

asamblea. El informe que se hace llegar es del total de personas 

que se registraron en la asamblea como puede apreciar en el 

archivo 01 Asistentes.xlsx. 

 

“De esta manera certifico que el quórum con el que se inició 

(sic) la asamblea fue del 51.52%. 

 

“A manera de contraste se entregó (sic) el archivo 02 No 

Asistentes.xlsx donde se puede identificar las personas que no 

participaron de la asamblea y por ende no hicieron parte del 

quórum para la asamblea”.  

 

Además, se trajo el esquema de la “Planilla de registro total a la 

asamblea”, en cuyas columnas consta el número de personas 

que asistieron, número de inmueble, propietario y coeficiente, 

donde aparece registrado como número total de asistentes 418 

con un porcentaje total de coeficiente 76,4030%; no se 

documentó o registró el número total de personas que se habían 

retirado al momento de emitir el voto para cada decisión, sin 

que se advierta explicación o justificación válida de tal omisión, 
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ni para que se tome como quorum decisorio el 51.52% del 

coeficiente de los copropietarios para votar válidamente las 

decisiones que se adoptaron en la asamblea y que aparecen 

inscritos al dar inicio a la sesión en segundo llamado; cuando 

precisamente, se reconoce que con posterioridad siguieron 

llegando copropietarios hasta alcanzar un porcentaje del 

76,4030% de total del coeficiente de copropiedad, como incluso, 

lo admite la parte demandada, de donde se sigue que no se 

verificó el quorum deliberatorio presente para el momento de 

adoptar todas y cada una de las decisiones que tenían que ser 

votadas y aprobadas por los asambleístas en ese momento y, 

de contera, el decisorio para determinar la legalidad de las 

decisiones que se adoptaron al interior de la asamblea; como 

tampoco se verificó cuántos de los presentes votaron positiva o 

negativamente cada decisión, ni el número de votos que se 

obtuvo en uno o en otro sentido; esto es, para aprobar o 

desaprobar las decisiones que se sometían a consideración de 

los presentes; sin que se advierta excusa válida para no hacerlo, 

máxime si se tiene en cuenta que se había contratado un 

registro electrónico para cumplir con tal propósito, lo que a no 

dudarlo facilitaría tales verificaciones y minimizaba la posibilidad 

de incurrir en errores, sin controlar si otras personas distintas a 

los propietarios votaron las decisiones que fueron sometidas a 

la asamblea, como lo indica la sentencia de primer grado al 

indicar con soporte en la prueba oral que se cambió el sistema 

de votación establecido al inicio por lo que no se sabía si los que 

estaban votando eran o no propietarios. Con este proceder se 

desconoció lo previsto en el art. 45 de la Ley 675 de 2001, que 

sobre el particular puntualiza:    
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“Con excepción de los casos en que la ley o el reglamento de 

propiedad horizontal exijan un quórum o mayoría superior y de 

las reuniones de segunda convocatoria previstas en el artículo 

41, la asamblea general sesionará con un número plural de 

propietarios de unidades privadas que representen por lo 

menos, más de la mitad de los coeficientes de propiedad, y 

tomará decisiones con el voto favorable de la mitad más uno de 

los coeficientes de propiedad representados en la respectiva 

sesión. 

 

“Para ninguna decisión, salvo la relativa a la extinción de la 

propiedad horizontal, se podrá exigir una mayoría superior al 

setenta por ciento (70%) de los coeficientes que integran el 

edificio o conjunto. Las mayorías superiores previstas en los 

reglamentos se entenderán por no escritas y se asumirá que la 

decisión correspondiente se podrá tomar con el voto favorable 

de la mayoría calificada aquí indicada. 

 

“Las decisiones que se adopten en contravención a lo prescrito 

en este artículo, serán absolutamente nulas”.  

 

En la copia del acta de la “ASAMBLEA GENERAL ORDINARIA DE 

COPROPIETARIOS SÁBADO 30 DE MARZO DE 2019 CONJUNTO 

RESIDENCIAL MADERA ESENCIAL P.H.”, consta que se eligió 

como presidente al señor José Rodrigo Zapata; como secretario 

al señor Mauricio Vásquez y, como miembros del comité 

verificador del acta a los señores Mauricio Gamboa, Andrés 

Vargas y Gladys Villa.  
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Al secretario designado por la asamblea, entre otras funciones, 

le corresponde redactar el acta de la sesión; con todo, en la 

parte final del acta aparece consignada la siguiente observación: 

“NOTA ACLARATORIA: Se aclara que dicha acta fue elaborada 

por la Administración dado que el secretario de la Asamblea se 

negó a realizar la redacción de la misma. Se adjunta imagen de 

correo enviado por el señor Mauricio Vásquez en donde 

manifiesta desistir de su función como secretario” y, más 

adelante, aparece el correo electrónico remitido por el señor 

Mauricio Vásquez Velásquez, secretario de la asamblea, al señor 

Alexander, donde indica: “Cordial saludo, por medio de la 

presente quiero presentarle mi desistimiento de la función 

encargada por la asamblea para la elaboración del acta. 

 

“La decisión no fue fácil tomarla debido al compromiso adquirido 

en ese momento, pero hay muchos puntos que se tocaron y 

otros que no tocaron en esa asamblea que yo no comparto por 

tal razón prefiero mantenerme al margen eso sí sin 

desentenderme de mi responsabilidad como propietario y 

habitante de la unidad” y, finalmente, el acta aparece suscrita 

por el presidente de la asamblea y por la administradora del 

conjunto residencial, señora Adriana Múnera Gallego, como 

secretaria. 

 

Sobre el particular, el Tribunal advierte que al tenor de lo 

dispuesto en el art. 47 de la Ley 675 de 2001, que viene de 

transcribirse, a más de que el acta de la asamblea general de 

copropietarios se debe redactar por el secretario, éste la debe 

suscribir junto con el presidente de la asamblea; en el caso sub-

judice, tal como viene de indicarse, el acta no fue redactada por 

el secretario de la asamblea, pues como consta en la nota 
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aclaratoria, fue redactada por la administración; amén, que 

tampoco la suscribió y, en su lugar, lo hizo la señora 

administradora del conjunto residencial, sin advertir nada al 

respecto y sin que se observe norma o reglamento que la 

habiliten para tal cometido; de donde se sigue, que sin lugar a 

dudas el acta carece de la firma del secretario designado por la 

asamblea de copropietarios; nombramiento y encargo que no 

puede ser soslayado como sucedió en el presente caso.  

 

Ahora, si el secretario desistió o rehusó redactar y suscribir la 

reseñada acta, incumpliendo su deber; lo procedente era poner 

a consideración de la asamblea esta situación para que adoptará 

las decisiones que en su momento estimara pertinentes; 

incluso, el acta que fue redactada por la administración y, si lo 

consideraba pertinente para que la aprobara; pero en ningún 

caso podía la administración a motu proprio proceder a ello y, 

mucho menos, suscribir el acta como secretaria sin haber sido 

designada por la asamblea para dicho cargo; máxime, si se tiene 

en cuenta que no se trata de un acta de una reunión no 

presencial; de donde dichos actos a todas luces se tornan 

manifiestamente improcedentes. 

 

Aunado a lo anterior, tenemos que en un claro desconocimiento 

de lo igualmente preceptuado en el inciso 2º de la citada norma, 

el acta de la asamblea ordinaria de copropietarios también 

carece de la firma de los miembros del comité verificador del 

acta, que fueron designados por los asambleístas y conformado 

por los señores Mauricio Gamboa, Andrés Vargas y Gladys Villa, 

a pesar de tal omisión, tampoco se dejó constancia de que estos 

hubieran verificado o revisado el contenido del acta; lo que 

torna más gravosa tal irregularidad. 
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Frente a este tópico, la doctrina referida líneas atrás ha 

precisado: 

 

“8.7 Actas de la asamblea general 

 

“El acta es la relación escrita de lo sucedido, tratado o acordado 

en el órgano colectivo. Si le preguntamos a la asamblea general 

como se expresa, contestaría: Me expreso a través del acta, allí 

está incorporada la voluntad colectiva que represento, lo que no 

existe en ella no está en este mundo. 

 

“El inciso primero del artículo 47 de la Ley 675 de 2001 fija una 

serie de requisitos para que el acta tenga fuerza suficiente ante 

la misma comunidad y los terceros. Preceptúa dicha norma lo 

siguiente: “Actas. Las decisiones de la asamblea se harán 

constar en actas firmadas por el presidente y secretario de la 

misma, en las cuales deberá indicarse si es ordinaria o 

extraordinaria, además la forma de la convocatoria, orden del 

día, nombre y calidad de los asistentes, su unidad privada y su 

respectivo coeficiente, y los votos emitidos en cada caso.” 

 

“8.7.1 Significado de la firma del presidente, el secretario 

y la comisión verificadora 

 

“Como la asamblea general debe elegir un presidente y un 

secretario, en las actas obligatoriamente debe constar la firma 

de ambos; sin ellas el acta no tiene existencia legal. 

Excepcionalmente, cuando se trata de actas de reuniones no 

presenciales, la firma que exige la ley es la del administrador 

(inciso 2º del artículo 44 de la Ley 675 de 2001). Para efectos 
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probatorios, la ley exige esta circunstancia en el inciso 4º del 

artículo 47 que contiene el siguiente texto: “La copia del acta 

debidamente suscrita (bastardilla nuestra) será prueba 

suficiente de los hechos que consten en ella, mientras no se 

demuestre la falsedad de la copia o de las actas. El 

administrador deberá entregar copia del acta a quien se la 

solicite.” Esta norma, en concordancia con lo establecido en el 

inciso 2º del artículo 47, adquiere una particular relevancia 

porque a la hora de la verdad el acta firmada por los signatarios 

definidos en la ley, no necesita ser sometida nuevamente a la 

asamblea general para su aprobación. La firma acredita los 

actos de la asamblea general y la comisión establecida en la ley 

sólo lo es de verificación de su contenido o de redacción, no de 

aprobación. Verificar, según el Diccionario de la Lengua 

Española, es “comprobar o examinar la verdad de algo”, o 

simplemente “salir cierto o verdadero lo que se pronosticó”. 

Manifiesta el inciso 2º del artículo 47 de la Ley 675 de 2001: 

“En los eventos en que la asamblea decida encargar personas 

para verificar la redacción del acta, las personas encargadas 

deberán hacerlo dentro del término que establezca el 

reglamento, y en su defecto, dentro de los veinte (20) días 

hábiles siguientes a la fecha de la respectiva reunión.” 

 

“Si se aprueba el presupuesto en la asamblea ordinaria, la firma 

del presidente y el secretario de la asamblea en el acta, evitan 

que la misma tenga que regresar nuevamente a la asamblea 

para su aprobación. Si alguien desea impugnar la decisión, la 

ausencia de aprobación por el colectivo en reunión posterior o 

de la firma de uno o todos los versificantes en el acta no podría 

ser obstáculo para el ejercicio de la acción ni considerarse por 

el juez como causal de inadmisión de la demanda. Si lo sería, si 
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el acta no está firmada por el presidente y el secretario de la 

asamblea. 

 

“Las personas encargadas de la verificación de la redacción del 

acta tienen el plazo estatutario para cumplir su encargo. De no 

existir plazo reglamentario, tienen el de veinte días hábiles 

siguientes a la fecha de la reunión de la asamblea general (inciso 

2º del artículo 47 de la Ley 675 de 2001)”. 

      

Así las cosas, el acta de la asamblea del 30 de marzo de 2019, 

no cumple los requisitos legales; al efecto, no se consignó el 

quorum deliberatorio al momento de tomar las decisiones y qué 

porcentaje de éste fue el que emitió el voto positivo para 

aprobar las decisiones que allí fueron adoptadas; no aparece 

suscrita por el secretario, lo que incluso pone en entredicho su 

existencia, a lo que se agrega, que tampoco fue redactada por 

éste sino por la administración y no fue aprobada por los 

asambleístas y, quienes integraron la comisión verificadora, 

designados por los asambleístas, tampoco suscribieron el acta 

ni se dejó constancia de que hubieran revisado y verificado su 

contenido. 

 

Lo anterior permite colegir que el acta de la Asamblea Ordinaria 

del Conjunto Residencial Madera Esencial P.H., celebrada el día 

30 de marzo de 2019, es inexistente, como así o declarará de 

oficio el Tribunal.  

 

En cuanto a las pretensiones invocadas en la demanda para que 

se declare la nulidad absoluta de las decisiones adoptadas en la 

asamblea general ordinaria de copropietarios del Conjunto 

Residencial Madera Esencial, celebrada el 30 de marzo de 2019; 
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para comenzar es pertinente dilucidar los efectos que tiene la 

declaratoria de nulidad o de inexistencia del acta de la 

asamblea, en torno a dichas decisiones. Al respecto, la 

jurisprudencia patria desde vieja data ha señalado: 

 

“A. – Actos inexistentes. 

 

“Todo acto jurídico está constituido por la reunión de ciertos 

elementos esenciales que deben necesariamente hallarse en él. 

Si está ausente uno de esos elementos, el acto queda 

incompleto, no puede producir ninguno de los efectos que la ley 

asocia a su formación, o se dice que es inexistente; es un puro 

hecho sin existencia legal. Por ejemplo, según la definición dada 

aquí, todo acto jurídico supone una manifestación de voluntad 

efectiva por parte de su autor. Si hace falta, pues, esa 

manifestación de voluntad, ora sea porque ha obrado el agente 

en un acceso de enajenación mental, ora porque era muy joven 

para comprender lo que hacía, el acto no puede nacer o no 

existe ante los ojos de la ley. 

 

“Esos elementos varían con cada grupo de actos o con cada acto 

determinado. Así, conforme al Código Civil, son necesarias tres 

condiciones para la formación de un contrato; consentimiento, 

objeto y causa (art. 1,108 C. Civ.). De la misma manera, la 

venta exige la fijación de un precio; el pago supone la existencia 

de una deuda anterior que está destinado a extinguir (art. 1,235 

C. Civ.) En fin, en el matrimonio, la diferencia de sexo es un 

elemento esencial2. 

    

                                                           
2 No se debe olvidar que, en la actualidad, legalmente, es válido el matrimonio entre personas del mismo 
sexo. 
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“Teóricamente, el acto inexistente no debe ser confundido con 

el acto nulo. La ley no se ocupa del acto inexistente por ser un 

mero hecho que no produce consecuencias jurídicas. No tiene 

necesidad de aniquilarlo, de anularlo, porque no se ha cumplido 

jurídicamente.  

 

“No pueden anularse sino los actos susceptibles de producir 

efectos de derecho, vale decir, que presenten las condiciones 

necesarias para su formación.  

 

“El acto inexistente no es más que una apariencia que se 

desvanece probando que no tiene ninguna realidad.  

 

“Al contrario, el acto nulo es un verdadero acto jurídico que 

produciría todos sus efectos sino estuviese tocado de una causa 

de ineficacia” (Gaceta Judicial, Corte Suprema de Justicia, 

Bogotá, 10 de abril de 1936, Tomo XLII, No. 1.900, Director: 

Julián Motta Salas, Relator de la Corte).   

 

Igualmente, destacada doctrina ha precisado: “La inexistencia 

de los actos jurídicos. 

 

“513. Concepto. Al relacionar las condiciones para la existencia 

y para la validez de los actos jurídicos pusimos énfasis en la 

distinción que la lógica jurídica y nuestros establecimientos 

legales imponen entre unos y otros, según que la falta de ellas 

impida la formación de tal clase de actos o que, permitiéndola, 

solo constituya un vicio que pueda afectar su viabilidad una vez 

formado. 
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“Puntualizamos allí que la falta de las condiciones esenciales de 

todo acto jurídico produce la inexistencia. Así, si por definición 

dicha clase de actos consiste en la manifestación de voluntad de 

una o más personas encaminada directa y reflexivamente a la 

creación, modificación o extinción de relaciones jurídicas, 

resulta obvio que, faltando aquella voluntad o el objeto jurídico 

a que apunta, podrá existir cualquier cosa o hecho, pero no un 

acto jurídico. Y la propia conclusión se impone de modo evidente 

cuando el acto es solemne y se pretermite la forma prescrita por 

la ley ad substantiam actus, porque sin esta, la voluntad se tiene 

por no manifestada, o sea, que se reputa que falta este 

elemento esencial para que un acto o hecho pueda ingresar en 

la categoría del acto jurídico” (OSPINA FERNÁNDEZ, Guillermo 

y OSPINA ACOSTA, Eduardo, Teoría General de los Actos o 

Negocios Jurídicos, Segunda Edición, Editorial Temis, Bogotá – 

1983, pág. 438). 

 

En cuanto a la declaratoria de nulidad o inexistencia del acta y 

las decisiones de la asamblea, la doctrina que viene de citarse, 

expresamente consigna: “una declaración de nulidad del acta 

arrasaría de paso, como una especie de germen maligno, los 

actos que se acogieron al imperio de la legalidad”. 

 

Aunque válidamente se puede contrargumentar diciendo que las 

decisiones de la asamblea son diferentes al acta donde están 

documentadas; los cierto es que no se puede desconocer la 

conexidad que las vincula; máxime si se tiene en cuenta que a 

raíz de la declaratoria de inexistencia del acta y de todas las 

irregularidades de que adolece como se ha venido indicando, la 

asamblea de copropietarios citada en legal forma puede sanear 

los problemas que se ha presentado, expidiendo un acta que 
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cumpla con los requisitos y corrigiendo de paso los errores que 

presenta en la determinación del quorum existente al momento 

de adoptar las decisiones y de la contabilización de los votos 

requeridos para las decisiones adoptadas, en caso de que 

disponga con la información requerida para tales menesteres; 

requisito que no se puede tener por superado por la ausencia 

de las firmas legalmente requeridas. 

 

Bajo estas circunstancias no es posible emitir pronunciamiento 

en la forma pretendida sobre la validez de las decisiones 

adoptadas en la asamblea de copropietarios, lo que impone la 

confirmación de la decisión de primer grado, pero por las 

razones aquí consignadas.   

 

Finalmente, en cuanto a la pretensión consecuencial para que 

se ordene a la administración realizar nuevamente la asamblea 

de copropietarios, advierte el Tribunal que la convocatoria de la 

asamblea ordinaria procede por ministerio de la ley y, de la 

asamblea extraordinaria por mandato del art. 39 de la Ley 675 

de 2001, a solicitud del administrador, del consejo de 

administración, del Revisor Fiscal y/o, de un número plural de 

propietarios de bienes privados que representen por lo menos 

la quinta parte de los coeficientes de copropiedad, sin que sea 

procedente emitir esa orden mediante sentencia judicial; 

máxime si se tiene en cuenta que con posterioridad se debieron 

celebrar asambleas ordinarias y muy probablemente, las 

decisiones adoptadas ya fueron ejecutadas y constituyen hechos 

consolidados, como lo indica la parte demandada al descorrer el 

traslado del recurso de apelación en segunda instancia, como 

puntal para sostener que no procede la nulidad impetrada. 

Ahora, cosa muy diferente es que a raíz de la sentencia y por 
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los efectos prácticos que de ella surjan, se advierta la necesidad 

de una asamblea de copropietarios, en cuyo caso, puede ser 

convocada por quienes legalmente están facultados para ello.     

 

Conclusión: Consecuente con lo expuesto, se confirmará a 

sentencia de primer grado, pero por las razones que se han 

venido consignando y, oficiosamente, se adicionará para 

declarar la inexistencia del acta de la Asamblea Ordinaria del 

Conjunto Residencial Madera Esencial P.H., celebrada el día 30 

de marzo de 2019 y para desestimar la pretensión de ordenar a 

la administración la convocatoria de una nueva asamblea de 

copropietarios. 

 

Dado los resultados en segunda instancia no se condenará en 

costas a ninguna de las partes.  

 

IV. RESOLUCIÓN 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley. 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo expuesto en la parte motiva, se confirma la sentencia 

de fecha y procedencias indicadas en la parte motiva. 

 

2. Se adiciona la sentencia de primer grado para: i) declarar de 

oficio la inexistencia del acta de la Asamblea Ordinaria del 

Conjunto Residencial Madera Esencial P.H., celebrada el día 
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30 de marzo de 2019, por las razones indicadas en la parte 

motiva y, ii) para desestimar la pretensión de ordenar a la 

administración la convocatoria de una nueva asamblea de 

copropietarios 

 

3. No hay lugar a condena en costas en segunda instancia por 

lo dicho en la parte motiva.  

 

4. Devuélvase el expediente al lugar de origen. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE: 

 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

                                                                      

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 


